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SOLICITA RECEPCION DE DECLARACIONES INDAGATORIAS 

Y FORMACION DE CAUSAS POR SEPARADO. 

Señor Juez: 

Matías Felipe Di Lello, Fiscal Federal, me presento ante el 

Juzgado Federal N° 2  de San Nicolás, en autos caratulados “Lencina, 

Marcelo sobre Malversación de caudales públicos” N° FRO 

75003836/2013 del registro de la Secretaría N° 1 (N° 86372/2013 

Fiscalnet)  y digo: 

I. OBJETO: 

 Que por el presente vengo a solicitar se disponga recibir 

declaración indagatoria a Ismael José Passaglia, Intendente Municipal de 

San Nicolás, y a Marcelo Lencina, Secretario de Obras y Servicios Públicos 

del municipio, en relación a las conductas ilícitas que serán descriptas, 

acorde a los fundamentos  de hecho y derecho que se exponen a 

continuación, conforme los términos del art. 294 del C.P.P.N. 

 II. HECHOS   

El hecho atribuido al Sr. Intendente Municipal y al 

Secretario de Obras y Servicios Públicos consiste en la utilización de 

fondos correspondientes al Fondo de Financiamiento Educativo regulado 
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por la ley 26.075, concretamente la suma de $ 2.249.874,00, destinados a la 

ciudad de San Nicolás, con fines distintos a los establecidos por dicha ley.  

Concretamente dichos fondos habrían sido utilizados para la 

ampliación del 30 % de la obra “Ejecución de carpeta asfáltica en Barrio 

Somisa”, Licitación Pública N° 17/12, adjudicada a la firma IARSA S.A., 

resultando dicha finalidad distinta a la expresamente declarada por la ley 

26.075, circunstancia conocida por los imputados. 

     Mediante el dictado de los decretos N° 266 y 753, ambos 

suscriptos por el Dr. Ismael Passaglia en su calidad de Intendente 

Municipal y el Ing. Marcelo Lencina, en su calidad de Secretario de obras y 

Servicios Públicos del municipio, se habrían asignado los fondos en 

cuestión, a la ejecución de carpeta asfáltica del Barrio Somisa.  

III. FUNDAMENTACION 

a) De los decretos 

El principio republicano de gobierno adoptado por nuestro 

sistema constitucional, impone que los actos de éste sean racionales, lo que 

exige la necesaria fundamentación de los mismos, de manera tal que se 

posibilite realizar un análisis acerca de su razonabilidad. 
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Decreto es toda decisión, disposición o mandamiento 

emanado de autoridad superior de un poder u órgano administrativo, en 

especial del jefe de Estado. Su contenido puede ser “general” o 

“individual”, tratándose en este último caso de un acto administrativo  

(Marienhoff, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, T. I, 5ta. 

Edición actualizada, pag. 326/7). 

La noción de “acto administrativo” es contemporánea al 

constitucionalismo, a la aparición del principio de separación de poderes y 

a la sumisión de la Administración Pública al derecho (Ob. Cit., pag. 224). 

En el marco de la causa se ha determinado que la 

disposición de los fondos de financiamiento educativos fue realizada 

mediante la suscripción de dos decretos N° 266 y 753 del año 2013, 

firmados por el Sr. Intendente Municipal de San Nicolás, Dr. Ismael José 

Passaglia y el Secretario de Obras y Servicios Públicos, Ing. Marcelo 

Lencina.  

De la lectura de los mismos, cuyos originales se encuentran 

secuestrados en autos, se advierte que el primero de ellos dispone, en el 

marco de un plan de Pavimentación General de calles y Construcción de 

Cordón Cuneta que se lleva adelante en la ciudad y localidades del Partido 



 

Ministerio Público Fiscal 

 

de San Nicolás, ampliar la obra correspondiente a la Licitación Pública N° 

17/12 “Ejecución de Carpeta Asfáltica en Barrio Somisa”. 

En los breves fundamentos plasmados, el decreto se limita a 

señalar que “ha surgido la necesidad de ejecutar obras complementarias 

no contempladas en el contrato original” y “que los trabajos necesarios 

para llevar adelante las obras complementarias constituyen adicionales a 

la obra contratada”, disponiéndose en consecuencia la ampliación del 30% 

del monto contratado con la Empresa IARSA S.A. en el marco de la 

Licitación Pública 17/12. 

En relación a los fondos necesarios para afrontar los gastos 

emergentes de la ampliación, se dispone que los mismos provendrían del 

Fondo Solidario de Obras Públicas del Ejercicio (art. 2). 

Con posterioridad, el decreto 753, sin fundamento alguno, 

ordena subsanar lo que se indica como un error material efectuado en la 

parte resolutiva del decreto anterior, concretamente en su art. 2 dispone 

ahora que los gastos de la mencionada ampliación sean afrontados con la 

Fuente de Financiamiento 132, Recurso 11.9.12.00, Fondo Educativo Ley 

26.075. 
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La falta de motivación observada en los decretos en cuestión 

impide a la ciudadanía en general y al suscripto en particular dilucidar las 

circunstancias que llevaron a utilizar fondos afectados a la implementación 

de políticas Nacionales de Educación (establecido por ley del Congreso 

Nacional), en la ampliación de una obra de pavimentación que se enmarca 

en un plan general de pavimentación de la ciudad, tal como el propio 

decreto lo señala.  

Dicha fundamentación, propia de todo acto administrativo, 

resultaba más necesaria aún en el caso, dado que la utilidad que se estaba 

otorgado a los fondos no resultaba de por sí vinculada a políticas 

educativas, circunstancia que obligaba a plasmar expresamente los motivos 

que justificaban dicha utilización. 

 

b) De la educación 

Conforme sostiene la Dra. María Angélica Gelli, “el valor 

de la educación como derecho fundamental estuvo presente en la redacción 

de la Constitución histórica de 1853 como un derecho personal y como 

instrumento de formación ciudadana del que el Estado debía hacerse cargo” 
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(María Angélica Gelli, Constitución de la Nación Argentina, comentada y 

concordada, Editorial La Ley, 4ta. Edición, T. I, pag. 187).  

Así, en su artículo 14, la Constitución Nacional establece 

que todos los habitantes de la Nación gozan del derecho de enseñar y 

aprender, conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio. 

Por su parte, entre las atribuciones del Congreso se 

establece la de proveer al progreso de la ilustración dictando planes de 

instrucción general y universitaria (art. 75 inc. 18). 

La reforma constitucional de 1994 amplió las atribuciones 

de dicho órgano en materia de educación y cultura, incorporando una nueva 

disposición, el inc. 19 del art. 75. El mismo obliga al congreso a sancionar 

leyes de organización y de base de la educación que consoliden la unidad 

nacional respetando las particularidades provinciales y locales, sin 

distinguir niveles de enseñanza. 

La ley de Educación Nacional N° 26.606, regulatoria del 

derecho consagrado en el art. 14 de la C.N. y los tratados internacionales 

incorporados a ella, declara expresamente a la educación como una 

prioridad nacional y una política de Estado (art. 3). 
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 Asimismo, la mencionada ley declara en su art. 5 que es el 

Estado Nacional quien fija la política educativa y controla su cumplimiento 

con la finalidad de consolidar la unidad nacional, respetando las 

particularidades provinciales y locales.  

Dicha ley declara los fines y objetivos de la política 

educativa nacional, señalando entre otros el de asegurar una educación de 

calidad con igualdad de oportunidades y posibilidades, sin desequilibrios 

regionales ni inequidades sociales; de garantizar la inclusión educativa a 

través de políticas universales y de estrategias pedagógicas y de asignación 

de recursos que otorguen prioridad a los sectores más desfavorecidos de la 

sociedad y de coordinar las políticas de educación, ciencia y tecnología con 

las de cultura, salud, trabajo, desarrollo social, deportes y comunicaciones, 

para atender integralmente las necesidades de la población, aprovechando 

al máximo los recursos estatales, sociales y comunitarios (art. 11 incs. a, e 

y u). 

Con la finalidad de dar un fuerte impulso a la inversión en la 

educación, el Poder Ejecutivo Nación promovió el dictado de una ley por la 

cual se aumentara la inversión en educación hasta alcanzar una 

participación del 6% del Producto Bruto Interno.  
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La Ley de Financiamiento Educativo N° 26.075 fue  

promulgada el 6/1/06, y estableció las pautas a seguir por parte de los 

distintos niveles de gobierno para incrementar de forma progresiva la 

inversión en educación, ciencia y tecnología, a través de un aumento de las 

asignaciones presupuestarias por parte del Gobierno Nacional, los 

gobiernos provinciales y la C.A.B.A. 

En su art. 7, la ley estableció la implementación de una 

asignación específica proveniente de un incremento de los recursos anuales 

coparticipables, conocido como Fondo de Financiamiento Educativo.  

En el mensaje de elevación del proyecto del Poder Ejecutivo 

al Congreso de la Nación, se sostuvo que “…no se trata sólo de invertir 

más recursos, sino también de definir las prioridades en las que se van a 

aplicar. Estos objetivos están planteados con claridad en el Artículo 3 de la 

Ley como un conjunto de metas a las que la educación argentina debería 

arribar en el año 2010” (Mensaje N°1109/05, reservado por secretaría, el 

resaltado es del presente). 

Los objetivos señalados quedaron fijados finalmente en el 

art. 2 de la ley 26.075, observándose como propósito recurrente de la 
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misma priorizar a los sectores sociales más desfavorecidos para lograr 

mayor equidad en el sistema educativo (ver en especial incs. a, b, c, d y f). 

En ese sentido, resulta ilustrativa la lectura de los 

fundamentos del proyecto de ley vertidos en el seno del Senado de la 

Nación. Allí se sostuvo que “El sólo incremento de la inversión no 

garantiza mejorar la calidad y la equidad de la educación. Será necesario 

aumentar la inversión por alumno en la educación básica y para lograr 

una mayor equidad es importante focalizar los recursos en las zonas y en 

los centros educativos de mayor pobreza o indigencia. Deberá ponerse en 

marcha acciones de discriminación positiva que reconozcan la diversidad 

en el estadio de desarrollo institucional de las escuelas, buscando 

efectivamente igualar o dar más recursos y atención a los estudiantes de 

los grupos de menores recursos” (Fundamentos del Proyecto de Ley 

26.075, Senado de la Nación, reservados por secretaría. El resaltado es del 

presente.)  

Es decir, el propio texto legal así como los antecedentes del 

mismo destacan como objetivo primordial del fondo establecido, la 

inversión en los sectores más carenciados, con la finalidad de recortar la 

brecha existente entre éstos y los ámbitos de mayor nivel económico.  
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En cuanto a la implementación de dichos fondos, el 

Presupuesto General de la Administración General para el ejercicio 2013 –

Ley 26.784-, en su art. 51 dispuso: “Establécese la vigencia para el 

ejercicio fiscal 2013 del artículo 7° de la ley 26.075, en concordancia con 

lo dispuesto en el artículo 9° de la ley 26.606, asegurando el reparto 

automático de los recursos a los municipios para cubrir gastos ligados a la 

finalidad educación”.  

Por su parte, la Provincia de Buenos Aires, en su Ley de 

Presupuesto para el año 2013 dispuso que los recursos de afectación 

específica percibidos en virtud de la ley 26.075 serían distribuidos entre los 

Municipios en forma automática (art. 92). 

En los hechos, durante el curso del año 2013, los 

mencionados recursos fueron recibidos por los propios municipios para ser 

aplicados conforme los objetivos plasmados en la ley. 

c) Antecedentes 

I. 

En fecha 13/09/13 se recibió en la sede de la fiscalía a mi 

cargo una denuncia del Sr. Mauricio Alejandro Spahn, periodista de esta 

localidad, quien manifestó que los fondos nacionales educativos 
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establecidos por ley 26.067 adjudicados a la municipalidad local, habrían 

sido utilizados con fines distintos a aquellos para los cuales fueron fijados.  

Concretamente señaló que los mismos habían sido utilizados 

para la ampliación del 30% de la obra “Ejecución de carpeta asfáltica en 

Barrio Somisa” contratada desde el municipio con la empresa IARSA S.A. 

El denunciante acompañó en esa oportunidad fotocopias 

simples de los decretos N° 266 –de fecha 22/02/13- y N° 753 –de fecha 

29/05/13-, ambos suscriptos por firmas ilegibles atribuidas al Dr. Ismael 

Passaglia, en su calidad de Intendente Municipal y al Ing. Marcelo Lencina, 

como Secretario de Obras y Servicios Públicos (ver fs. 1/6).  

Mediante el primero de ellos se autorizaba la ampliación de 

la Licitación Pública 17/12 en un 30% del monto contratado con la 

Empresa IARSA S.A., por la suma de $ 2.249.874,00, para la obra 

“Ejecución de Carpeta Asfáltica en Barrio Somisa”, disponiendo que los 

gastos emergentes de dicha ampliación serían afrontados con los recursos 

del Fondo Solidario de Obras Públicas del Ejercicio (ver fs. 5). 

Por su parte, el segundo decreto ordenaba subsanar el error 

material efectuado en la parte resolutiva del anterior, que individualizaba el 

origen de los recursos a utilizar, disponiendo que dichos gastos deberían ser 
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afrontados con la Fuente de Financiamiento correspondiente al Fondo 

Educativo Ley 26.075 (ver fs. 6). 

Con dichos elementos consideró el suscripto que existían 

indicios suficientes para promover el inicio de una investigación penal 

tendiente a determinar el posible desvío de fondos provenientes del Estado 

Nacional para cumplir los objetivos fijados en materia de Educación, para 

aplicarlos al pago de la ampliación de una obra de pavimentación de un 

barrio de esta ciudad.  

En esa oportunidad se consideró que resultaba de interés 

contar con el secuestro de los decretos municipales señalados así como con 

los antecedentes del dictado de los mismos; de documentación vinculada al 

contrato celebrado entre la Municipalidad de San Nicolás y la firma IARSA 

S.A., y los registros contables de la Municipalidad de los cuales surgieran 

los ingresos y egresos de fondos correspondientes al año 2013. En 

consecuencia se solicitó al Sr. Juez Federal el libramiento de orden de 

presentación a la Municipalidad de San Nicolás, y para el caso de 

imposible cumplimiento de la misma, orden de allanamiento contra la sede 

del municipio local, conforme lo regulado por los arts. 232 y 224 y sig. del 

C.P.P.N. (ver fs. 7/10vta.). 



 

Ministerio Público Fiscal 

 

Dicho pedido fue recepcionado favorablemente por el Sr. 

Juez Federal Dr. Carlos Villafuerte Ruzo, quien tras analizar los 

fundamentos de lo peticionado hizo lugar a la orden de presentación, y para 

el caso de imposible cumplimiento de la misma, de allanamiento contra la 

Municipalidad de esta ciudad, con sede en calle Rivadavia N° 51 (ver fs. 

12/16 vta.). 

En fecha 16/09/13 personal de la delegación San Nicolás de 

la Policía Federal Argentina, encabezados por su Jefe, Comisario Santiago 

C. Diante, el titular de la Secretaría N° 2 del Juzgado Federal N° 2, Dr. 

Carlos De Felipe,  la Secretaria de la Fiscalía a mi cargo, Dra. María Marta 

Poggio y personal de la misma, Dr. Gustavo Parigini, junto a los testigos de 

actuación Juan Cruz Ledesma y Matías Julián Llanos, se hicieron presentes 

en el edificio municipal para dar cumplimiento a la orden expedida por el 

Sr. Juez Federal.  

En esa oportunidad fueron recibidos por el Sr. Intendente 

Dr. Ismael Passaglia y su Secretario Privado, Manuel Passaglia, dándose 

lectura a la orden de presentación y secuestro, comportándose el primero de 

ellos en forma prepotente hacia el personal policial y demás personas allí 

presentes, retirándose hacia su despacho. Posteriormente se hicieron 



 

Ministerio Público Fiscal 

 

presentes en el acto el Sr. Secretario de Gobierno municipal, Dr. Danilo 

Petroni y otro de los hijos del intendente. 

Durante el acto, los mencionados mostraron una actitud 

reticente hacia la orden judicial impartida, profiriendo insultos hacia el 

personal policial así como judicial y del ministerio público fiscal 

mencionado, para finalmente, y luego de casi tres horas, hacer entrega de 

los decretos municipales N° 266/13 y 753/13 en original y de dos carpetas 

conteniendo documentación correspondiente a la licitación pública N° 

17/12. 

Respecto de los registros contables requeridos, el Sr. Andrés 

Quinteros, entonces presidente del H.C.D., quien se sumó más tarde a la 

diligencia,  hizo saber que dicha información se encontraba asentada en un 

sistema virtual denominado “RAFAN”, al cual solo se tiene acceso durante 

el horario de 8,00 a 14,00 hs., por lo que, encontrándose fuera de ese 

horario, el Sr. Juez Federal dispuso otorgar un plazo de 5 días hábiles para 

su presentación en sede fiscal. Se hizo entrega en dicha ocasión de un 

oficio dirigido al Dr. Petroni, mediante el cual se requería al mismo la 

entrega de la documentación objeto de la orden, cuya copia obra agregada a 

fs. 30 (fs. 27/8). 
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Al término de dicho plazo, en fecha 20/9/13, el Dr. 

Sebastián Di Lorenzo en su calidad de abogado de la Municipalidad local, 

solicitó al suscripto una prórroga para cumplimentar la entrega de la 

documentación pendiente, la que fue concedida por resultar atendibles los 

argumentos expuestos (fs. 52/53). 

Habiendo vencido el nuevo plazo otorgado, y luego de 

intimar al Secretario de Gobierno local para que se cumpliera con la orden 

dispuesta, el Dr. Di Lorenzo presentó la documentación requerida en fecha 

4/10/13, efectuando en esa oportunidad una serie de consideraciones 

vinculadas a la utilización de los fondos educativos establecidos por la ley 

26.075. Acompañó junto a la documentación requerida fotocopias de dos 

notas dirigidas al Sr. Intendente suscriptas por autoridades del Consejo 

Escolar local (fs. 68/74).  

Del análisis de la documentación secuestrada así como de la 

aportada por el Dr. Di Lorenzo se corroboró la existencia de una obra de 

pavimentación con carpeta asfáltica en el barrio Somisa de esta ciudad, la  

cual fue adjudicada mediante decreto N° 1630 suscripto por el Dr. Ismael J. 

Passaglia y el Ing. Marcelo H. Lencina de fecha 29/10/12, a la firma 

IARSA S.A., en el marco de la Licitación Pública N° 17/12. 
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El gasto demandado por dicha obra fue de $ 7.499.580, el 

cual fue solventado por la Fuente de Financiamiento 132 –Origen 

Provincial- del Presupuesto General de Gastos para el año 2012 (ver 

carpeta 2-2 correspondiente a la Licitación Pública N° 17/2012 reservada 

por secretaría). 

Conforme el decreto N° 111 –de fecha 11/1/13- agregado en 

la documentación mencionada, se autorizó una primera ampliación de 

dicha licitación, del 20% del monto contratado con la empresa IARSA 

S.A., el cual sería afrontado con los recursos Fondo Solidario de Obras 

Públicas del Ejercicio y con el Fondo Solidario de Obras Públicas de 

Ejercicios Anteriores.   

Posteriormente, mediante el decreto N° 266 se avaló la 

segunda ampliación de la obra en cuestión, en un 30% del monto asignado, 

modificando el decreto N° 753 el origen de los fondos para afrontar los 

mismos, obrando copia del primero y un ejemplar original del segundo 

agregados a la carpeta 2-2 correspondiente a la licitación. 

II. 

A esa altura de la investigación, y con los elementos de 

prueba recabados, se dispuso recibir declaración testimonial a la totalidad 
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de los miembros del Consejo Escolar del distrito y a representantes de 

diversos gremios docentes de la ciudad, así como también a diferentes 

autoridades educativas.  

Los testimonios brindados en la causa han resultado de 

sumo interés para elaborar un panorama del estado de los establecimientos 

educativos de la ciudad al año 2013. 

Así, han resultado contestes las numerosas declaraciones 

testimoniales recibidas en cuanto a que la mayoría de los establecimientos 

escolares de la ciudad presentan serias y graves necesidades edilicias. 

Al brindar su testimonio la Inspectora Jefe Distrital, Sra. 

Mónica Patricia Guidi, que “…todas las escuelas de la ciudad tienen 

demandas de algún tema edilicio, ya sea de reparación o 

mantenimiento…” (ver fs. 264/267vta.).  

En su oportunidad, el Sr. Darío Ezequiel Liendro, 

vicepresidente del Concejo Escolar y referente en el área de infraestructura 

de dicho cuerpo manifestó que “… en el distrito de San Nicolás al día de 

hoy contamos con 96 establecimientos escolares públicos, los cuales todos 

presentan alguna necesidad edilicia por encontrarse en su mayoría 
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deteriorados, ya que vienen acarreando años de falta de 

mantenimiento…” (ver fs. 154/158). 

La consejera Liliana Beatríz Diamante sostuvo al respecto 

que “…la gran mayoría de los edificios tiene problemas edilicios o de 

servicios, algunos que datan de muchos años…” (ver fs. 227/30vta.), 

mientras que el Consejero Luis Angel Feldman manifestó que “…con 

respecto a la condición de los edificios escolares de la jurisdicción, 

tenemos escuelas que se encuentran en muy malas condiciones, y los 

valores que recibimos no nos permiten realizar las reparaciones 

necesarias, ya que envían muy poco dinero para muchas escuelas. Casi el 

50% de las escuelas necesitaría mucha demanda de mantenimiento…” (ver 

fs. 235/238vta.). 

Por su parte, la secretaria general de Suteba del distrito San 

Nicolás sostuvo: “…respecto de las condiciones edilicias de las escuelas 

del distrito, la mayoría necesita en mayor o menor grado de 

mantenimiento…” (ver fs. 331/5). 

En cuanto a las deficiencias más recurrentes presentadas por 

los edificios escolares, señalaron los testigos la existencia de humedad en 

las paredes (a modo de ejemplo, la Escuela Primaria N° 1 y Escuela 
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Técnica N° 3 vieja); necesidad de reparación de techos (por ej. Escuela 

Primaria N° 19 y Jardín del Barrio Ivba); existencia de rajaduras en paredes 

(por ej. Escuela Primaria N° 10); problemas en instalaciones eléctricas (por 

ej. Escuelas Primarias N° 46 y 43); necesidad de conexión a redes de gas y 

de cloacas (por ej. Escuela de Educación Inicial N° 918 y Escuela Primaria 

N° 45); problemas en las instalaciones sanitarias (Escuelas Primarias N° 1, 

Escuela Especial N° 503), entre otras.  

La Arq. Graciela Nancy González, Jefa de Región 12 de 

Infraestructura Escolar de la Provincia de Buenos Aires, señaló que tanto 

las escuelas de nivel inicial –es decir, jardines de infantes-, como los 

niveles primarios y secundarios presentan diversos deterioros, señalando 

entre ellos la necesidad de ampliación de los edificios debido al número de 

matrículas que registran; mantenimientos de instalaciones sanitarias; 

necesidad de refacción de cubiertas así como de instalaciones eléctricas, de 

gas y sanitarios, entre otros (fs. 376/9vta.). 

A su turno, el consejero Liendro sostuvo que las escuelas 

del radio céntrico de la ciudad se encuentran en mejores condiciones, dado 

que las cooperadoras son mas fuertes y participan de su mantenimiento, 

mientras que las asentadas en los barrios no reciben tantos aportes de la 
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comunidad que asisten, por lo que son las más necesitadas, citando a modo 

de ejemplo el caso de la Escuela Primaria N° 19 del Barrio Ivba, la cual 

presenta problemas de humedad, filtraciones de agua y rajaduras (fs. 

154/158). 

En igual sentido, el Sr. Presidente del Consejo Escolar, 

Marcelo Gerardo Lomuto, señaló que algunas de las escuelas más 

carenciadas de la ciudad presentan problemas de filtraciones en los 

techos, problemas en los desagües y baños, así como roturas de vidrios. 

Que como consecuencia de las filtraciones de agua se generan problemas 

eléctricos, lo cual ha conllevado a tener que suspender el dictado de clases, 

citando como ejemplo a la Escuela Primaria N° 19, la cual debió 

suspender sus actividades por 48 hs. (fs. 97/102). 

De los testimonios recabados se concluye que entre los 

casos más paradigmáticos  de falta de mantenimiento y deterioro de las 

escuelas del distrito son los la Escuela Primaria N° 19 y la Escuela de 

Educación Especial N° 503, tal como se expondrá a continuación.   

En relación al primer establecimiento, resulta ilustrativa la 

declaración testimonial brindada por la Directora de la mencionada Escuela 

Primaria N° 19, Sra. Miriam Beatríz Conca. 
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Indicó que al hacerse cargo de la dirección del 

establecimiento en el mes de febrero del 2013, observó diversas falencias 

en el mismo, siendo la más importante la necesidad de recambio de la 

totalidad de la cubierta, la cual presentaba filtraciones en días de lluvia, lo 

que inutilizaba las aulas del ala izquierda del edificio. Observó también que 

los matafuegos se encontraban vencidos desde el año 2010; que existían 

problemas en los baños por pérdidas de agua en los inodoros, 

encontrándose la mitad de los mismos inhabilitados; se observaban 

problemas en la instalación eléctrica, que producían cortes de luz por 

tiempos prolongados y la consecuente pérdida de mercaderías del freezer 

perteneciente al servicio alimentario escolar.  

Señaló asimismo que existía pérdida de gas en la cocina 

industrial; que había problema en las cloacas, las que levantaban su nivel y 

desbordaban rápidamente; que los calefactores presentaban problemas y 

faltaban vidrios en gran parte de los ventanales de las aulas. Asimismo, 

relató la problemática vinculada a la existencia de roedores en el 

establecimiento, y la demora en lograr la desinfección del edificio, que 

llevó a suspender el dictado de clases. 
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Toda esta situación edilicia fue comunicada por la Sra. 

Conca al consejo escolar a través de una nota, solicitando ayuda para 

solucionarlos, obteniendo como respuesta del presidente del organismo que 

la obra de reparación de techos tenía un presupuesto de $ 1.800.000 y que 

la provincia se encontraba sin fondos ( ver fs. 243/7). 

En cuanto a la situación de la Escuela Especial N° 503, la 

misma se trata de una institución a la que asisten alumnos sordos, ciegos y 

con discapacidad motora, la cual cuenta con aproximadamente 100 

alumnos -30 de ellos en sillas de ruedas-, no presentando el establecimiento 

las condiciones adecuadas para las necesidades básicas de los mismos. 

Los testimonios brindados por la directora de dicho 

establecimiento, Gabriela Araceli Cabrera (ver fs. 386/9) y por María 

Verónica Landi, secretaria gremial de Educadores Nicoleños Asociados, y 

personal de planta permanente del mismo desde hace 15 años resultan 

esclarecedores y contundentes de la grave situación que afronta el 

establecimiento (ver fs. 272/5). 

Han señalado las mismas que el lugar es insuficiente para la 

cantidad de alumnos que concurren, contando con un solo baño con un 

inodoro en la planta baja y otro similar en su planta alta, no existiendo un 
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lugar adecuado para cambiar a los alumnos que no controlan esfínteres, los 

que deben ser atendidos en colchonetas tiradas en el piso.  

Asimismo, manifestaron que el edificio tiene sus salones en 

la planta alta, contando con una escalera de mármol gastada, la cual genera 

un grave riesgo para los alumnos, más aún cuando parte de ellos se tratan 

de niños ciegos. Si bien el edificio cuenta con un ascensor, el mismo es de 

reducidas dimensiones, pudiendo acceder solo una silla de ruedas y un 

preceptor por vez, por lo que demanda mucho tiempo acceder a la planta 

superior.  

Conforme lo manifestado por la directora del 

establecimiento, “… lo más importante es que la escuela no tiene salida de 

emergencias y que cuando solicitamos a los chicos que estudian Seguridad 

e Higiene en el Instituto N° 13 de esta ciudad, para la realización del mapa 

de riesgo y simulacro de evacuación era imposible planificarlo y realizarlo 

por las características del edificio…”. 

Ello resulta coincidente con lo señalado por Mirna Laura 

Velazquez, delegada docente de UPCN San Nicolás, quien manifestó que 

“…el principal problema es que los salones son en planta alta y no hay 
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forma de establecer un plan de evacuación ante un siniestro. Básicamente 

esa escuela no está en condiciones de funcionar…” (ver fs. 324/7). 

Conforme lo acordado en el marco de la declaración 

testimonial recibida a la Sra. Cabrera, la misma acompañó un Plan de 

Prevención del Riesgo correspondiente a la Escuela de Educación Especial 

N° 503, en el cual se detallan los problemas de infraestructura que presenta 

el edificio, con indicación de la valoración del riesgo en cada uno de los 

casos, observándose de su lectura la grave situación en la que se encuentra 

el edificio y el alto riesgo que ello implica para los alumnos que allí 

concurren (ver fs. 396/9). 

No menos importante resulta la situación de deterioro que 

presenta la Escuela Primaria N° 1 de esta ciudad. 

El Consejero Feldman hizo referencia a la situación del 

establecimiento, observada al realizar una visita al mismo durante el 

segundo semestre del año pasado. Sostuvo que en esa ocasión constató la 

existencia de baños con pérdidas de agua en el primer piso y la consecuente 

humedad en los pisos inferiores; puertas de más de dos metros de altura con 

las bisagras arrancadas que se encuentran sostenidas por muebles para 

evitar que se caigan; humedad en las paredes de la biblioteca, que llevó a 
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tener que alejar los muebles de las mismas para evitar su mayor deterioro 

(ver fs. 235/8vta.). 

De todo ello el Sr. Feldman obtuvo fotografías con su 

celular, que fueron acompañadas a la causa mediante acta de fs. 241 y que 

obran agregadas a fs. 518/33.  

La Sra. Marta Andrea Berdún, Directora del 

establecimiento, prestó declaración testimonial en autos, corroborando la 

situación de extrema necesidad que presenta la escuela que dirige. Señaló 

que se trata de un edificio de 100 años que se encuentra muy deteriorado, 

con salones y galerías que se llueven; mampostería que se cae en los 

corredores; paredes totalmente tomadas por la humedad; puertas y ventanas 

con grave riesgo de caídas, habiendo incluso caído algunos de sus vidrios; 

baños deteriorados; falta de sistema de refrigeración y calefacción; 

necesidad de pintura, entre otros. 

Muchas de estas situaciones resultan ilustradas en las 

fotografías mencionadas, en las que se observa la humedad de las paredes 

de la biblioteca (fotografías obrantes a fs. 518/20); las puertas con las 

bisagras desprendidas en uno de los salones, las que se encuentran 

sostenidas por un mueble (fotografías obrantes a fs. 521/3); desagües de las 
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cloacas de los baños de la planta alta (fotografías obrantes a fs. 524/6); el 

estado del baño de varones (fotografías obrantes a fs. 257/32); techo que se 

encuentra debajo de los baños de varones (fotografía obrante a fs. 533). 

Resta señalar que de acuerdo a lo manifestado por la Sra. 

Berdún, a la fecha de su declaración el edificio continúa presentando todos 

los problemas reseñados. 

III. 

Se ha determinado de los testimonios recabados que una de 

las funciones propias del Consejo Escolar resulta ser el mantenimiento de 

los establecimientos educativos del distrito escolar, contando con un área 

de infraestructura escolar, cuyo referente -tal como se ha manifestado- 

resulta ser el consejero Darío E. Liendro.  

Son funciones propias de dicha área tareas tales como 

limpieza de tanques de agua de establecimientos escolares; desratización de 

las escuelas; arreglos estructurales y mantenimiento general de los edificios 

(ver declaración testimonial de Darío E. Liendro). 

  El consejo cuenta con un fondo denominado “Compensador”, 

cuya finalidad resulta ser el mantenimiento de la totalidad de los edificios 

educativos del distrito. El mismo, cuyo origen es provincial, fluctúa entre 
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los $ 90.000 y 140.000 mensuales, los cuales, según los dichos del propio 

presidente del Consejo Escolar, resultan insuficientes para cubrir las 

necesidades del distrito (ver declaración testimonial de Marcelo G. 

Lomuto). 

  Ha quedado acreditado en autos, que desde comienzos del año 

2013, al tomarse conocimiento de la existencia de los fondos nacionales 

educativos establecidos por la ley 26.075, se efectuaron diversos reclamos 

por parte de la comunidad educativa al municipio local, vinculados a las 

graves y serias deficiencias que presentan los edificios escolares de la 

ciudad. 

  En ese sentido, al brindar su testimonio el Sr. Lomuto, el 

mismo manifestó haber concurrido junto a los consejeros Liendro y 

Claverini a hablar con el intendente, siendo atendidos por algún miembro 

del municipio, creía que el secretario privado del intendente, Sr. Manuel 

Passaglia, quien corroboró el ingreso del dinero correspondiente al 

Fondo Educativo, manifestando que la decisión acerca de su utilización 

resultaba privativa del municipio, así como la responsabilidad por su 

uso. En esa oportunidad acordaron acercar al intendente una nota con las 

prioridades edilicias de San Nicolás. 



 

Ministerio Público Fiscal 

 

  Sostuvo también, que con posterioridad a dicho encuentro se 

realizó una reunión en el consejo escolar, participando la totalidad de los 

concejeros, en la cual se fijaron las prioridades vinculadas al uso de los 

fondos estipulados por la ley 26.075 y se elaboró una nota que fue elevada 

a la municipalidad.  

  En oportunidad de brindar su declaración testimonial el Sr.  

Liendro reconoció haber mantenido una reunión en el municipio y  

participado de la misma el propio intendente municipal y no su secretario. 

En lo demás, el mismo coincidió con los dichos de Lomuto en lo referido a 

la elaboración y presentación de la nota con prioridades vinculadas al uso 

de los fondos que preveía la ley nacional al Sr. Intendente. 

En igual sentido se expidió la consejera Silvia Noemí 

Claverini, quien reconoció haber participado de una reunión -

aproximadamente en el mes de abril del año 2013-  con el Sr. Intendente, 

agregando que: “… lo que sí recuerdo es que se hizo una lista de 

prioridades este año, y se requirió al Sr. Intendente su colaboración ya 

que los fondos no alcanzan a cubrir los gastos que demandaban las 

escuelas …” (ver fs. 259/63vta.). 
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Se encuentra agregada a autos copia de la mencionada nota,  

acompañada a la causa por el Sr. Lomuto, la cual es de fecha 7/4/13, en la 

que se consignan como necesidades prioritarias en infraestructura las 

Escuela N° 501 de Artes; la Escuela de Educación Secundaria Técnica N° 

3; Escuela de Educación Especial N° 503; EEM N° 1 de General Rojo; EP 

N° 15, del Barrio Mataderos y EES N°9, sita en Guardias Nacionales 79 

(fs. 125/7). 

Quedó acreditado en el marco de la causa, que en las 

denominadas reuniones de UEGD (Unión Educativa de Gestión Distrital), 

convocadas periódicamente por la Inspectora Jefe Distrital, Sra. Mónica 

Guidi, de la cual participan los representantes de los distintos gremios 

docentes; un representante del municipio y uno del consejo escolar, así 

como demás autoridades educativas, se presentan reclamos vinculados a 

necesidades edilicias, resultando las presentadas durante las reuniones del 

año 2013 similares a las incluidas en el listado elaborado por el Concejo 

Escolar que fuera presentado al Municipio. 

En ese sentido resultan ilustrativas las actas de UEGD que 

obran reservadas en el marco de la presente, y que fueran acompañadas por 

la Sra. Guidi (ver fs. 271). 
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Sin embargo, conforme los testimonios obtenidos, los 

reclamos efectuados desde el Consejo Escolar no fueron atendidos, no 

habiéndose dado respuesta a las urgentes necesidades de la Escuela de 

Educación Especial N° 503, tal como lo ha expuesto su directora, Sra. 

Cabrera, ni a la Escuela de Artes N° 501, la cual funciona principalmente 

en un edificio alquilado ubicado en calle Garibaldi N° 334, el que presenta 

problemas de humedad, de cañerías, de desagües de techos e instalación 

eléctrica, ocupando asimismo diversos espacios cedidos por otras 

instituciones dada la falta de capacidad para albergar a todos sus alumnos 

en el edificio de calle Garibaldi (ver declaración testimonial del Sr. Rubén 

Emilio Chiavia, Director de dicho establecimiento, obrante a fs. 380/2). 

En relación al planteo vinculado a la finalización de la obra 

correspondiente a la Escuela de Educación Secundaria N° 3, se ha 

establecido que al mes de noviembre pasado la misma se encontraba en 

curso, y de acuerdo a lo manifestado por la directora de dicho 

establecimiento, las obras se  encontrarían a cargo del municipio, 

desconociendo con qué fondos se estaban afrontando las mismas (ver 

declaración testimonial de Nora Mabel Tomatis, obrante a fs. 328/30vta.). 
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No puede dejar de señalarse que no solo se desatendieron 

los reclamos efectuados por el propio Consejo Escolar, sino que no se 

efectuaron consultas a los operadores de la comunidad educativa a fin de 

establecer las necesidades de las mismas. Ello pese a los reclamos 

efectuados en el marco de una reunión de U.E.G.D. a un representante de la 

Municipalidad, Sr. Juan Pablo Pivas, para que se debatieran las prioridades 

en materia de infraestructura (ver acta de reunión de U.E.G.D. de fecha 

17/5/13, reservada por secretaría). 

Es dable destacar que en otros municipios, como es el caso 

de la Municipalidad de Ramallo, los gremios docentes así como la Jefa de 

Infraestructura Escolar, Arq. González, fueron convocados para discutir el 

destino de los fondos educativos asignados por el gobierno nacional, 

encontrándose en obra dos escuelas sugeridas por la mencionada jefatura 

(ver declaración testimonial de Bibiana María Giglio, obrante a fs. 

331/4vta. y de Graciela Nancy González, obrante a fs. 376/9vta.). Igual 

postura fue adoptada por los distritos de San Pedro y Arrecifes, en los 

cuales las autoridades de Infraestructura escolar fueron consultadas acerca 

de la utilización de fondos por parte de los consejos escolares de dichas 

localidades, habiendo acogido favorablemente las propuestas realizadas por 
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las mismas (ver declaración testimonial de Graciela Nancy González, 

obrante a fs. 376/9vta.). 

IV 

De acuerdo a lo informado desde el Ministerio de 

Educación, el sentido de la afectación específica de los recursos estipulados 

por la Ley de Financiamiento Educativo es garantizar que una parte del 

crecimiento de los recursos coparticipables que reciben las provincias se 

destine al financiamiento del sector educativo (ver informe del Director 

General de Asuntos Jurídicos, Luis Alberto Quinteros, obrante a fs. 79/81). 

A fin de corroborar el efectivo ingresos de dichos fondos 

nacionales en las arcas del municipio local, se requirieron informes a 

diversos organismos.   

De acuerdo a lo informado por el Director Provincial de 

Coordinación Municipal del Ministerio de Economía de la Provincia de 

Buenos Aires, el monto total anual asignado al Municipio de San Nicolás 

en virtud del Fondo de Financiamiento Educativo establecido en el marco 

del artículo 7 de la ley N° 26.075 asciende a la suma de $ 6.620.218 (fs. 

392/4). 
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Dichos fondos habrían sido depositados en la cuenta N° 

51823/9 del Banco de la Provincia de Buenos Aires, de acuerdo a lo 

informado por la Contaduría General de la Provincia de Buenos Aires (fs. 

414). 

Asimismo, informó dicho organismo que al 31/10/13 se 

habían depositado en dicha cuenta la suma de $ 5.507.802,24, siendo el 

monto total estimado para el ejercicio 2013 de $ 6.599.786,53 (fs. 414/5). 

Es decir, ha quedado acreditado el efectivo ingreso al 

municipio de fondos provenientes del estado nacional, destinados a 

educación, siendo la suma recibida al 31/10/13 de $ 5.507.802,24, restando 

determinar la efectiva transferencia del monto total asignado al municipio 

durante el resto del ejercicio, circunstancia que se determinará con las 

medidas de pruebas ya ordenadas en autos que se encuentran a la fecha 

pendientes de producción (fs. 538/9). 

En cuanto a la utilización dada por el municipio a dichos 

fondos, resultan determinantes en ese sentido los decretos municipales que 

fueron secuestrados en el marco del procedimiento realizado en la 

Municipalidad local, cuyas copias obran agregadas a fs. 40/41. 
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De su texto, cuyo contenido resulta de igual tenor a los 

presentados por el denunciante, se desprende claramente que la suma de $ 

2.249.874,00 provenientes del Fondo Educativo –Ley 26.075-, fueron 

utilizados para afrontar el pago de la ampliación del 30% de la Licitación 

Pública 17/12, correspondiente a la obra “Ejecución de Carpeta Asfáltica 

en Barrio Somisa”. 

Ello ha quedado corroborado con el informe vinculado a la 

pavimentación realizada en el Barrio Somisa, realizado por la Delegación 

de Inteligencia Criminal de la Prefectura San Nicolás, el cual obra 

agregado a fs. 293/320.  

Del mismo se desprende que Somisa resulta ser un barrio  

cuyos habitantes aparentan ser de clase media.  

De acuerdo a las constataciones efectuadas, la zona 

repavimentada comienza en el acceso al barrio, continuando por la arteria 

principal hasta la costa del arroyo Ramallo, bordeando todo el arroyo, tal 

como se observa en las fotografías obrantes a fs. 317/9. 

En el acceso al barrio se encuentra un cartel perteneciente a 

la Municipalidad de San Nicolás con la leyenda “ESTAMOS 

TRABAJANDO. REPAVIMENTACION DE BARRIO SOMISA. 
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EMPRESA I.A.R.S.A. INVERSION: 47.499.580.”, con una inscripción 

gráfica en forma de sello con la inscripción “CUMPLIDO”. 

Cabe destacar que de acuerdo a lo recabado por el personal 

preventor, el último tramo pavimentado corresponde al camino lindante al 

Arroyo Ramallo. 

Esto resulta de particular relevancia en la causa, dado que la 

totalidad de los establecimientos educativos existentes en el barrio -esto es, 

Escuela Primaria N° 30, Jardín de Infantes N° 901, Instituto Superior N° 38 

y Escuela de Educación Técnica N° 6- se encuentran ubicados sobre la 

arteria principal, que se trata de una avenida que atraviesa la totalidad del 

barrio. Ello tal como se observa en la fotografía ubicada en la parte inferior 

de fs. 319 y lo declarado por el Jefe de Inteligencia Criminal de la 

Prefectura San Nicolás, Oficial Auxiliar Francisco Jesús Minetti (fs. 

322/3). 

De lo expuesto se concluye que la ampliación de la obra de 

pavimentación, a cuyo fin fueron destinados $ 2.249.874,00 provenientes 

del fondo educativo, se corresponde con la pavimentación de  la zona 

costanera del barrio, la cual se encuentra distante de la ubicación de los 

establecimientos educativos. 
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V. 

En oportunidad de efectuar su presentación el Dr. Di 

Lorenzo, en calidad de abogado de la Municipalidad local, el mismo 

manifestó que los gastos efectuados en el marco de la pavimentación del 

Barrio Somisa, benefician a las escuelas y centros de formación profesional 

de la zona, así como a la iglesia “Santi Espíritu”, establecimiento 

comprendido dentro de la ley como beneficiario del fondo en cuestión. 

Continúa su relato señalando que el Honorable Tribunal de 

Cuentas de la Provincia resulta ser el órgano de control natural del destino 

dado por la comuna los fondos educativos, siendo doctrina de dicho 

tribunal que el destino de ese fondo educativo tenga un sentido amplio.  

Sostiene que este criterio es compartido por el Consejo 

Escolar San Nicolás, quien ha solicitado al municipio la ejecución de ese 

tipo de obras, acompañando en esa oportunidad copias de dos notas, la 

primera de ellas suscriptas por Marcelo Gerardo Lomuto y Darío Ezequiel 

Liendro, como presidente y vicepresidente del Consejo Escolar de San 

Nicolás –de fecha 6/05/13- y la segunda por el mencionado Lomuto, 

fechada el 17/09/13.  
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En la primera de las notas los mencionados consejeros 

escolares hacen saber cuales serían las necesidades más urgentes de los 

distintos establecimientos educativos de la ciudad, señalando la necesidad 

de la realización de obras de gas, cloacas, cordón cuneta y pavimentación 

de diversos establecimientos allí enumerados. En relación a las obras de 

pavimentación se señalan la Escuela N° 47 del B° Garetto y la Escuela 

Secundaria N° 10 del B° Somisa (fs. 73/vta.). 

En la segunda de las mencionadas notas, que refiere ser una 

ampliación de la nota anterior, se informa –de acuerdo a lo requerido por el 

Municipio- que las obras de pavimentación de la Escuela N° 10 del B° 

Somisa también benefician a los establecimientos educativos Escuela 

Primaria N° 30; Escuela de Educación Técnica N° 6; Jardín de Infantes N° 

901 e Instituto Superior N° 38 (fs. 74). 

Si bien la autenticidad de las firmas obrantes en dichas notas 

fueron cuestionadas –ver en ese sentido la declaración testimonial brindada 

por el Sr. Carlos A. Mantelli, concejal del H.C.D. de esta ciudad, obrante a 

fs. 91/4-, en oportunidad de ser interrogado el Sr. Lomuto acerca de la 

autenticidad de las notas presentadas en la causa por el Dr. Di Lorenzo, y 
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que obran agregadas a fs. 73/74, el mismo reconoció las firmas allí insertas 

como propias y ratificó su contenido.  

En relación a las mismas manifestó que dichas notas fueron 

elaboradas en la Secretaría de Hacienda de la municipalidad, a donde fue 

citado a concurrir para su firma, habiéndolas suscripto pese a que las 

mismas no se correspondían con las prioridades señaladas en la nota 

elaborada desde el Consejo Escolar y que aquéllas revestían mayor 

importancia.  

Asimismo señaló Lomuto que esas fueron las únicas dos 

veces que desde la municipalidad confeccionaron notas a su nombre para 

su firma. 

Por su parte, el consejero Liendro también reconoció haber 

suscripto la nota de fs. 73 elaborada desde la Secretaría de Hacienda 

municipal, señalando que la misma respondía a charlas previas mantenidas 

con el Sr. Miguel Battagia y el intendente. Aclaró que dicho proceder no 

era habitual, siendo la primera vez que desde el municipio se 

confeccionaba una nota para ser firmada por autoridades del consejo.  

Debe repararse que ambas notas fueron elaboradas y 

suscriptas por las autoridades del consejo con posterioridad al dictado del 
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decreto N° 266, por el cual se autoriza la ampliación de la obra “Ejecución 

de Carpeta Asfáltica en Barrio Somisa”, circunstancia que resulta llamativa 

si se pretende justificar con ellas los gastos realizados en consecuencia. 

Por lo expuesto, este Ministerio Público Fiscal puede 

entender razonablemente que las notas en cuestión presentadas por la 

municipalidad, fueron elaboradas desde el propio municipio para intentar 

avalar el destino dado a los fondos nacionales de educación, ante el 

conocimiento del irregular uso dado a los mismos, como se verá más 

adelante. 

VI. 

Por otra parte, y dado que es el Tribunal de Cuentas de la 

Provincia de Buenos Aires a quien corresponde examinar y aprobar las 

cuentas municipales, conforme el art. 159 de la Constitución de la 

Provincia de Buenos Aires, se libró oficio a dicho organismo.  

Se requirió se informe si desde el Municipio de San Nicolás 

se había efectuado alguna consulta vinculada a la afectación de los fondos 

educativos establecidos por la ley 26.075, informando dicho tribunal que 

no se había recibido en ese tribunal consulta alguna (fs. 286). Ello fue 

corroborado por la delegada del Tribunal de Cuentas para la zona de San 
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Nicolás, Sra. Mónica Nancy Berra, en oportunidad de prestar declaración 

testimonial en la sede de esta fiscalía (fs. 407/10vta.). 

Asimismo, informó que la rendición de cuentas 

correspondiente al año 2013 no había sido presentada a la fecha de su 

declaración, contando la municipalidad con plazo para hacerlo hasta el día 

31 de marzo del año siguiente al ejercicio en estudio (fs. 407/10vta). 

En igual sentido se pronunció recientemente la relatora 

asignada para el municipio de San Nicolás, Sra. Alejandra I. Trimmeliti, 

quien en el curso de su testimonial manifestó que al 19/2/14 aún no se 

había presentado la rendición de cuentas por parte del municipio (fs. 

551/4). 

VII. 

Con la finalidad de determinar el estado de los accesos a 

otras escuelas de la ciudad que fueron mencionadas en el marco de la 

causa, se ordenó por parte del suscripto la realización de un informe 

ambiental sobre los barrios en los cuales se encuentran asentadas las 

mismas.  

Se pudo determinar, a modo de ejemplo, la existencia de 

escuelas ubicadas en barrios cuyos habitantes aparentan ser de clase media 
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o media-baja, cuyos accesos se encuentran en mal estado. A modo de 

ejemplo podemos citar el de la Escuela Primaria N° 19 del Barrio IVBA, en 

el cual solo se encuentran pavimentadas las calles principales, 

encontrándose el resto de los accesos en mal estado en su mayoría (fs. 

298/9); la Escuela Primaria N° 45 y Escuela de Educación Secundaria N° 

5, ambas del Barrio Moreno, cuyas calles se encuentran en su mayoría 

pavimentadas en estado general regular, resultando ilustrativas las 

fotografías incorporadas a la causa (fs. 306/7) y el Jardín de Infantes N°° 

917 del Barrio Las Mellizas, respecto del cual solo la calle principal se 

encuentra pavimentada y en mal estado, observándose dichas 

circunstancias claramente en las fotografías agregadas a la causa (fs. 

308/9). 

Esto lleva a concluir que efectivamente existen casos en los 

cuales resultaría atendible afectar fondos destinados a la educación para la 

pavimentación de zonas que no permiten el acceso de los alumnos en días 

de lluvia. Mas aún, ello se ajusta a la finalidad de la ley 26.075, en cuyos 

fundamentos se sostuvo la necesidad de focalizar los recursos en las 

zonas y en los centros educativos de mayor pobreza o indigencia.  
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Sin embargo, éste no resulta ser el caso del Barrio Somisa, 

el cual se trata de un barrio de clase media-alta, en el que se pavimentó una 

zona que no resulta una vía de acceso a los establecimientos educativos. 

Entiende esta representación del Ministerio Público Fiscal 

que no resulta razonable, como pretende el Municipio, enmarcar la obra de 

pavimentación realizada en la zona costanera de dicho barrio como el 

cumplimiento del objetivo que prevé el inc. H), del art. 2, de la Ley 26.075 

cuando dispone “… Incrementar la inversión en infraestructura y 

equipamiento de las escuelas y centros de formación profesional.”, 

porque como se ha demostrado en estas actuaciones existen graves y 

severas necesidades en la mayoría de los establecimientos educativos de la 

ciudad, muchas de las cuales implican un grave peligro para la integridad 

de los alumnos y profesionales de la educación que allí concurren. 

Es correcto, e incluso parece razonable, que a los términos 

de las leyes nacionales en estudio (Ley 26.075 y 26.206), para la 

evaluación y asignación del destino de los fondos educativos, se le asigne 

un sentido amplio (como indica la intendencia que es doctrina del 

Honorable Tribunal de Cuentas de la Provincia), más en modo alguna esa 

amplitud interpretativa puede abarcar situaciones manifiestamente ajenas, 
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máxime cuando como en el caso concurrían situaciones de hechos que 

claramente –sin necesidad de interpretaciones amplias-  merecían la 

asignación de los fondos específicos. Ello incluso fue solicitado por 

diversas autoridades y organismos encargados de la educación en el 

distrito. 

Ahora bien, en el caso se acreditó que la pavimentación 

efectivamente realizada en nada beneficia, ni siquiera tangencialmente, a 

las escuelas que se encuentran en el barrio Somisa. Tanto es así que la 

publicidad realizada por el municipio de la obra de pavimentación, más allá 

del rédito político que significó porque se mejoró la calidad de vida de un 

barrio de la ciudad, ninguna referencia hace a los logros que en materia de 

educación traían aparejados, aspecto extraño si para la misma se utilizaron 

fondos previstos específicamente por una ley nacional. 

 

IV. CALIFICACION 

I. 

En principio, esta representación del Ministerio Público 

Fiscal entiende que los hechos atribuidos a Ismael J. Passaglia y Marcelo 

Lencina encuentran adecuación típica en el delito previsto por el art. 260 
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del C.P., que reprime al funcionario público que diera a los caudales 

públicos una aplicación diferente de aquella a que estuvieran destinados. 

Asimismo, considero que resulta aplicable la agravante 

prevista por dicho tipo penal, dado que se ha demostrado que como 

consecuencia de la maniobra atribuida se ha entorpecido el servicio al cual 

los fondos públicos estaban destinados, esto es, la educación. 

Al decir de Soler, esta infracción constituye estrictamente 

una tutela de la ordenada inversión de las sumas destinadas a gastos 

(Sebastián Soler, Derecho Penal Argentino, Editorial TEA, 10° reimpresión 

total, T. V, pag. 232). 

El delito consiste en el solo hecho de dar a los fondos una 

aplicación diferente. Se consuma con la inversión. 

Tal como lo sostiene el mencionado autor, para que el delito 

exista, es necesario que se disponga de fondos que tengan un destino 

determinado, específico o genérico, aplicándolos a un caso o a un género 

diferente (Ob. Cit., pag. 233). 

Lo expuesto se adecúa claramente al caso de autos, dado 

que la Ley 26.075 establece en su artículo 2, que “El incremento de la 

inversión en educación, ciencia y tecnología se destinará prioritariamente, 
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a los de los siguientes objetivos: (…) h) Fortalecer la educación técnica y 

la formación profesional impulsando su modernización y vinculación con 

la producción y el trabajo. Incrementar la inversión en infraestructura y 

equipamiento de las escuelas y centros de formación profesional…” y en 

su artículo 7 dispone que  “…una asignación específica de recursos 

coparticipables del inciso 3 del artículo 75 de la Constitución Nacional 

con la finalidad de garantizar condiciones equitativas y solidarias en el 

sistema educativo nacional, y de coadyudar a la disponibilidad de los 

recursos previstos en el artículo 5° de la presente ley en los presupuestos 

de las Provincias…” (art. 7). 

Que por otra parte, en la asignación y cumplimiento de 

dicha ley, en modo alguno puede desconocerse –por ser complemento 

necesario- la letra de la ley N° 26.206 “Ley de Educación Nacional”, que 

en su Capítulo II, bajo el título “ Fines y Objetivos de la Política Educativa 

Nacional”, en su artículo 11, establece en varios incisos pautas claras que 

deben observarse en la política de educación nacional y obviamente, por lo 

tanto, en la aplicación de los fondos que se establecen para su cometido.  

Las finalidades normativas indicadas, a criterio de esta 

representación han sido desconocidas por los funcionarios municipales aquí 
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imputados, al aplicar los fondos nacionales con una finalidad distinta a 

aquella para la cual fueron creados. 

En el plano subjetivo, por tratarse de una figura dolosa, el 

delito requiere el conocimiento del destino de los fondos. 

Dicho destino no podía resultar desconocido para los 

imputados, dada la claridad de los preceptos de la ley 26.075, en los que 

expresamente se consignan los objetivos de la ley. 

Por otra parte, en el propio texto del decreto N° 753 

suscripto por los imputados, al asignar los fondos a la obra de 

pavimentación, se hace referencia a los mismos como “Fondo Educativo 

Ley 26.075”. 

Ello debió ser advertido por Passaglia y Lencina, dado que 

se estaba disponiendo de una importante suma de dinero – casi dos 

millones y medio de pesos-, y rectificando un decreto anterior 

exclusivamente en lo vinculado al origen de dichos fondos. 

Ha quedado señalado en el presente dictamen la grave 

situación edilicia en la que se encontraban diversos establecimientos 

educativos de la ciudad, por lo que la no aplicación de dichos fondos para 

paliar esta situación implica un grave entorpecimiento al ya deteriorado 
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servicio de educación, que significó incluso la suspensión del dictado de 

clases en algunos de ellos. 

Por otra parte, el hacer firmar notas a las autoridades del 

Consejo Escolar para justificar la aplicación de los fondos en estudio –

como se detalló en los puntos anteriores- implica un conocimiento de la 

irregular aplicación que se efectuó de los mismos, porque de otra manera 

no se entiende cual era la necesidad de hacer firmar esas notas, toda vez 

que dichas autoridades ya habían dejado asentado con claridad, mediante la 

presentación de notas anteriores, que las prioridades para la utilización de 

los fondos era otra. 

  

II. 

Por otra parte, y dado que la aplicación de dichos fondos a 

una finalidad distinta para la que estaba prevista fue ordenada mediante el 

dictado de un decreto manifiestamente contrario a la Constitución Nacional 

y leyes nacionales, entiendo que la conducta de los funcionarios aquí 

imputados se adecúa asimismo a las previsiones del art. 248 del C.P. 

Esta figura implica un despliegue arbitrario en la función, 

contrariando lo que legalmente es debido y obligatorio. 



 

Ministerio Público Fiscal 

 

Previo adentrarnos en la cuestión, parece acertado recordar 

que el art. 31 de la carta magna dispone que “Esta Constitución, las leyes 

de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso… son la ley 

suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están 

obligadas a conformarse a ellas, no obstante cualquiera disposición en 

contrario que contengan las leyes o constituciones provinciales…”   

Tal como lo sostiene Nuñez, citado por Edgardo Donna en 

su obra, “… el abuso de autoridad no es una extralimitación funcional en 

el sentido extensivo, sino que es un mal uso de la autoridad dentro de la 

propia función; es cuando el funcionario emplea la autoridad recibida 

para violar la Constitución o las leyes.” (Edgardo Alberto Donna, Derecho 

Penal, Parte Especial, Editorial Rubinzal-Culzoni, T. III, pag.164). 

Ha existido en la conducta de los imputados en autos una 

clara arbitrariedad en el ejercicio de sus funciones, al dictar un decreto por 

el cual se otorga a fondos coparticipables (previstos en el art. 75, inc. 3 de 

la C.N.) asignados por una ley nacional a un destino específico (acorde lo 

estipulado en el art. 75, inc. 19, último párrafo de la C.N.), un uso distinto 

al debido.  
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Ello es así por cuanto mediante el dictado del decreto N° 

753 se han adjudicado $ 2.249.874,00, cuyo destino en el área de educación 

se encuentra expresamente establecido en la ley 26.075, al pago de la 

ampliación de la obra adjudicada mediante Licitación Pública N° 17/12 

“Ejecución de Carpeta Asfáltica en Barrio Somisa”, obra ajena a los fines 

de la citada ley. 

En la faz subjetiva, se trata de un delito doloso que requiere 

dolo directo. Es decir, el autor debe conocer la ilegalidad de las 

resoluciones que se dictan y debe tener la voluntad de dictarlas. 

En cuanto al conocimiento de la ilegalidad, resulta aplicable 

lo sostenido respecto del delito de malversación, es decir, que los 

imputados conocían la ilegalidad del decreto dictado, en cuanto el mismo 

disponía de fondos asignados a educación con otros fines distintos, no 

obstante lo cual suscribieron voluntariamente el mismo.  

III. 

Entiendo que ambas figuras concurren entre sí en forma 

ideal, por ser la conducta única, con un encuadre penal múltiple (afectación 

plural de bienes jurídicos tutelados normativamente), supuesto que se 

encuentra contemplado en el art. 54 del código penal.   
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Ambas conductas deben ser reprochadas a los imputados en 

carácter de coautores (art. 45 del C.P.). 

 

IV. FORMACION DE CAUSAS POR SEPARADO: 

Teniendo en cuenta que los montos asignados por la ley 

26.075 al Municipio de San Nicolás para el año 2013 ascenderían a la suma 

aproximada de $ 6.600.000 y que la malversación aquí investigada lo es 

por el monto de $ 2.249.874,00, entiendo que resulta prudente y necesario 

extraer testimonios para formar causa por separado a los fines de investigar 

el destino otorgado a los restantes fondos que fueron asignados al 

municipio y que no forman parte de la hipótesis delictiva investigada. 

 Por otra parte, surgiendo de las constancias de la causa 

elementos que permiten sostener la existencia de un posible hecho de 

resistencia a la autoridad cometido por los funcionarios municipales en el 

marco del procedimiento que se llevó a cabo en la Municipalidad de San 

Nicolás el día 16/09/13 (ver acta de fs. 27/28 y declaraciones testimoniales 

de fs. 34, 35, 31, 32, 390/391 y 404/405) , solicito se obtengan testimonios 

de las partes pertinentes y se proceda a formar causa por separado. 
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V. PETITORIO: 

Por todo lo expuesto a V.S. solicito:  

1) Se cite a prestar declaración indagatoria (conf. art. 294 

del C.P.P.N.) a Ismael José Passaglia y Marcelo Lencina, en relación a los 

hechos expuestos. 

2) Se extraigan los testimonios requeridos en el pto. IV y 

se ordene la formación de causas por separado. 

 

Fiscalía Federal,           de febrero de 2014.- 

 

 

 


